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Prólogo 



El BOE del pasado 18 de septiembre publicó la Ley 35/2010, de 17 del mismo mes, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo. Dicha Ley viene a convalidar, con algunas enmiendas introducidas a su paso tanto por el Congreso de los Diputados como por el Senado, el Real Decreto-Ley 10/2010, de 16 de junio, (BOE del 17), de idéntico nombre y que había entrado en vigor el pasado 18 de junio de 2010, a excepción de las novedades relativas a las agencias de colocación, las cuales se prevén que lo hagan no más tarde de enero 2011.

En primer lugar, y como cuestión que queremos dejar muy clara desde el inicio, debemos manifestar que el objetivo de esta obra no es efectuar una valoración crítica de esta última reforma laboral que ha debido implementar, finalmente en solitario, el Gobierno forzado tanto por la situación económica general del país, el elevadísimo porcentaje de trabajadores desempleados, especialmente relevante entre el colectivo de los jóvenes y, por último, pero no menos importante, por las presiones de los organismos y foros internacionales que le exigían reformas estructurales y recortes en el elevado gasto público.

A lo largo de los capítulos en los que hemos dividido este libro, lo pretendido es que desde un prisma eminentemente práctico conozcan las principales novedades que aporta y va a aportar a nuestro ordenamiento jurídico laboral la presente Ley. Lógicamente efectuaremos comentarios sobre aquellos aspectos de mayor relevancia o de mayor trascendencia pero siempre desde una posición de máxima objetividad. Si nos preguntan si entendemos que esta reforma es suficiente y va a servir realmente para cumplimentar los objetivos que el ejecutivo se ha marcado con la misma, debemos responder con un lacónico "es poco probable". Esperábamos modificaciones más relevantes y de calado. Éstas finalmente no han llegado. Pero bueno, es la reforma que tenemos y sobre la que todos trabajaremos. Ya adelantamos que en determinadas cuestiones, léase despidos objetivos por causas económicas, organizativas, productivas o técnicas, será fundamental la interpretación que de las novedades efectúen los Jueces de lo Social. En este ámbito serán ellos los que finalmente darán o quitarán calado a las implementaciones habidas en este ámbito.

Por lo que respecta estrictamente a la obra, ésta sigue el mismo orden en el cual ha sido desarrollada la Ley; de esta forma iniciaremos comentando las principales medidas que la norma contiene en el ámbito de la reducción de la dualidad y la temporalidad de nuestro mercado laboral. Recordar que continuamos con una tasa de, prácticamente, el 30 por 100 en relaciones precarias o a término frente a una media de nuestros vecinos comunitarios que apenas supera el 12 por 100. En este capítulo desarrollaremos las modificaciones operadas en el contrato de obra y servicio determinado las cuales vienen a limitar, por vez primera, su duración. Del mismo modo abordaremos las limitaciones a la tan usual concatenación de contratos temporales. Si bien la Ley desarrolla las variaciones operadas en los contratos formativos -prácticas y formación (antiguo aprendizaje)- en un capítulo diverso, hemos entendido adecuado integrarlo en éste a los efectos de comentar globalmente todas aquellas cuestiones relativas a la contratación temporal que contiene esta reforma.

Un apartado muy importante dentro de este capítulo, y que gran polémica ha generado, son las modificaciones en la extinción de los contratos de trabajo. Desarrollaremos los principales aspectos que aporta la Ley en relación a los artículos 51, 52 y 53 del Estatuto de los Trabajadores - expedientes de regulación de empleo, despidos objetivos y formalidades de estos últimos, respectivamente-. Por último, finalizaremos este capítulo desarrollando las principales características del denominado "contrato para el fomento de la contratación indefinida", el cual, si bien no es una novedad pues se encuentra vigente, ni más ni menos, desde el año 1997, dada su escasa utilización por parte de las empresas hasta el momento, se pretende potenciar su utilización ampliando los colectivos a los cuales es susceptible de aplicarse y estableciendo una serie de atractivos -sin ir más lejos la indemnización reducida de 33 días por año de servicio con un tope de 24 mensualidades en caso de despido objetivo o el abono por parte del Fondo de Garantía Salarial de una parte de la indemnización- para su concertación.

En el segundo capítulo de la obra abordaremos todas aquellas medidas cuya intención es favorecer la flexibilidad interna en las empresas y fomentar el uso de las reducciones de jornada. Apuntamos con cierta sorpresa que si uno de los objetivos fundamentales de la reforma era precisamente este último, echamos ciertamente en falta una reordenación de la figura del contrato a tiempo parcial tan en desuso en nuestro país. Suponemos que no era este el momento.

Pues bien, en este capítulo desarrollaremos las novedades en materia de movilidad geográfica, modificación sustancial de condiciones de trabajo, suspensión de contratos y reducción de la jornada de trabajo por causas económicas, organizativas productivas o técnicas y, por último, la inaplicación de los incrementos salariales previstos en los convenios, comúnmente denominado "descuelgue salarial". Quizás sea en este último ámbito donde las variaciones hayan sido más relevantes facilitando a las empresas la tramitación de esta medida y eliminando las rigideces existentes hasta la fecha.

En el tercer capítulo, y dentro de las denominadas medidas para favorecer el empleo de los jóvenes y de las personas desempleadas, abordaremos las nuevas bonificaciones a la contratación indefinida y a la transformación de contratos temporales. Se ha reordenado íntegramente este tipo de incentivos centrándose, fundamentalmente, en dos colectivos: jóvenes menores de 30 años y mayores de 45.

Por último, en el cuarto capítulo desarrollaremos, por un lado, las cuestiones más relevantes en relación a las nuevas agencias privadas de colocación que por vez primera podrán operar en nuestro país, eso sí a partir del 2011, rompiendo de este modo el monopolio estatal existente a este respecto hasta la fecha. Y, por otro, las modificaciones en el ámbito de las Empresas de Trabajo Temporal, las cuales, principalmente, podrán operar en sectores vedados a este sector hasta la fecha.

Para finalizar hemos creído interesante desarrollar una serie de cuadros que, por un lado, comparan la anterior normativa con la vigente, tras las modificaciones introducidas por la Ley y, por otro, desarrollan la siempre farragosa política de incentivos a la contratación existente en la actualidad. Dado que van a coexistir bonificaciones nuevas con antiguas, otras modificadas parcialmente y similares, hemos entendido oportuno efectuar un desarrollo claro y simple de esta materia.

Solo nos queda apuntar que esperemos que la presente obra sea de su interés. Sinceramente la temática lo es y el modo sumamente práctico en el que la hemos desarrollado entendemos aportará claridad a todas aquellas cuestiones sobre las que tengan cualquier tipo de duda.
Barcelona, septiembre de 2010.Eduardo Ortega Prieto

Eduardo Ortega Figueiral






Medidas para reducir la dualidad y la temporalidad del mercado de trabajo 



1.  Modificaciones en materia de contratación temporal

1.1.  Contrato de obra y servicio determinado

1.1.1.  Normativa legal modificada

- Artículos 15.1.a), 15.9 y 49.1.c) del Estatuto de los Trabajadores (en adelante ET).

- Artículo 2 Real Decreto 2720/1998, de 18 de diciembre, por el que se desarrolla el artículo 15 ET, en materia de contratos de duración determinada.

1.1.2.  Concepto y objeto

Antes de profundizar en las modificaciones que aporta a esta modalidad contractual temporal la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, entendemos absolutamente adecuado, con carácter previo y al objeto de centrar la cuestión a desarrollar, recordar brevemente las principales características de esta modalidad contractual temporal, la cual, junto con el contrato eventual por circunstancias de la producción, ha venido siendo, desde siempre, una de los contractos temporales más utilizados por las empresas.

Concretamente estos contratos tienen como objeto la realización de obras y servicios determinados con autonomía y sustantividad propia dentro de la actividad habitual de la empresa y cuya ejecución, aunque limitada en el tiempo es, en principio, de duración incierta.

De esta forma, frente al resto de los contratos de carácter temporal, salvo el de interinidad, en los que la normativa fija unos plazos mínimos y máximos de duración, en la presente modalidad la normativa, hasta la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 10/2010, de 16 de junio, concretamente el 18 de junio de 2010, precursor de la actual Ley que venimos comentando, no sólo no se preveían tales plazos, sino que ni tan siquiera se establecía la posibilidad de formalizar prórrogas. Como a continuación desarrollaremos, ello ha variado radicalmente a partir de la fecha anteriormente señalada (18 de junio de 2010), desnaturalizando, a nuestro entender, una relación que como consecuencia de su propio objeto, en principio, no debería estar limitada ni sujeta a un plazo perentorio y cierto de finalización, aunque éste, por así indicarlo, sea amplio.

En atención a lo apuntado, las pautas genéricas sobre las que se debe basar la presente modalidad contractual son:


	
• Existencia de causa u objeto concreto de duración limitada en el tiempo. 

	
• Autonomía y sustantividad propia de la labor a ejecutar dentro de la actividad normal o habitual de la empresa. Es decir, las labores objeto del contrato, en principio, no deben ser las ordinarias de la empresa sino que por sus características, especialidades, especificidades o circunstancias análogas deben tener rasgos que las hagan diversas. 



Esta modalidad contractual ha sido relacionada clásicamente con sectores como el de la construcción, dado su importante arraigo, donde se llegaba a distinguir específicamente, con anterioridad a la entrada en vigor del Convenio Sectorial Nacional, la figura del "trabajador para obra fija" como categoría propia. No obstante, obviamente, su ámbito de actuación no se ciñe a un específico sector sino que su utilización, como hemos apuntado al inicio, ha sido y es amplísima.

Volviendo a las características básicas de este contrato, podríamos indicar que el elemento diferencial más relevante, ahora modificado, ha venido siendo históricamente su duración determinada aunque con plazo de finalización incierto. Su vigencia debiera tener lugar mientras dure la obra que se pretende realizar, concluyendo al finalizar ésta. La conclusión de la obra, o la perfección del servicio, actúa como condición resolutoria, siendo por tanto "certus an incertus quando", entendiéndose por día cierto, tal como recoge el artículo 1125 de nuestro Código Civil, "(...) aquél que necesariamente ha de venir aunque se ignore cuándo". Como venimos apuntando, ello ha variado, tal y como desarrollaremos con concreción en el apartado relativo a la "duración" de esta modalidad contractual.

La derogada Ley 11/1994, de 19 de mayo, introdujo la posibilidad de que fuesen los propios convenios colectivos los que identificaran aquellos trabajos o tareas con sustantividad propia dentro de la actividad normal de la empresa susceptibles de cubrirse con contratos de esta naturaleza, siendo actualmente contemplada en los artículos 15.1.a) ET y 2.1 del Real Decreto 2720/1998.

Ello ha venido a ser complementado por la Disposición Adicional 1ª de la Ley por cuanto, si bien no lo podemos entender propiamente como una novedad, sí que se viene a establecer que lo dispuesto en el artículo 15.1 a) del ET se entiende sin perjuicio de lo establecido en los convenios colectivos sectoriales sobre la duración máxima del contrato por obra y servicio determinado.

Como a continuación estudiaremos, la Ley ha venido establecer una duración máxima para esta modalidad. No obstante, se posibilita a los propios convenios colectivos a través de la citada Disposición Adicional que puedan, claramente, reducir -también veremos que podrán ampliar- ese lapso temporal máximo establecido en la norma estatutaria.

Es decir, es evidente que de forma indirecta la reforma de este apartado anima a los convenios sectoriales, ninguna mención existe en relación a los de ámbito inferior aunque entendemos que no debería haber limitación legal alguna en este sentido, a que establezcan limitaciones, cortapisas o similares en estas modalidades en pos de la estabilidad y de la indefinición de los puestos de trabajo. Todo con tal, como se recoge en la Exposición de Motivos de la Ley, "(...) de reducir la dualidad de nuestro mercado laboral, impulsando la creación de empleo estable y de calidad, en línea con los requerimientos de un crecimiento más equilibrado y sostenible". Sinceramente, no sabemos si van a incidir mucho en la reducción de la "dualidad de nuestro mercado laboral", las modificaciones que se han operado en esta modalidad contractual.

Esa misma Disposición Adicional 1ª también tiene un especial recordatorio para el sector de la construcción, uno de los que más, por no decir el que más, ha usado esta modalidad contractual de obra, como hemos apuntado anteriormente.

De este modo también se establece que lo desarrollado en el artículo 15.1 a) del ETlo será sin perjuicio de lo que se establezca o pueda establecerse sobre la regulación del contrato fijo de obra, incluida su indemnización por cese, en la negociación colectiva de conformidad con la Disposición Adicional Tercera de la Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción. Esta Disposición Adicional tiene el siguiente contenido literal:

"(...) Con el objetivo de mejorar la calidad en el empleo de los trabajadores que concurren en las obras de construcción y, con ello, mejorar su salud y seguridad laborales,la negociación colectiva de ámbito estatal del sector de la construcciónpodrá adaptar la modalidad contractual del contrato de obra o servicio determinado prevista con carácter general mediante fórmulas que garanticen mayor estabilidad en el empleo de los trabajadores, en términos análogos a los actualmente regulados en dicho ámbito de negociación".


Es decir, en la misma línea que venimos apuntando, también se insta, específicamente a los agentes sociales de dicho sector productivo, hoy tan denostado por la crisis económica, a establecer específicas limitaciones o particularidades en esta materia en este caso ya no solo en pos de la estabilidad en el empleo sino también, por la especial relevancia de los accidentes en este ámbito, en aras a la mejora de sus condiciones de seguridad y salud laboral.

1.1.3.  Duración

Tal y como ya habíamos indicado en el apartado anterior, una de las características o diferencias fundamentales de esta modalidad respecto a otras de naturaleza también temporal, era, y evidentemente debo referirme al pasado, que el contrato para obra y servicio determinado no debía tener prefijado, como ya se ha dicho, un límite, ni mínimo ni máximo, de duración. Ello era y, bajo nuestro punto de vista debería seguir siendo, del todo lógico y se deriva del propio objeto y causa contractual, cuya vigencia, o incluso más, cuya virtualidad depende de la terminación efectiva de aquellas tareas o labores para cuya realización se concertó. De su propia naturaleza trasluce la obligatoriedad de que la obra o el servicio objeto de la contratación tenga una duración limitada en el tiempo.

De esta forma, y en base a todo lo apuntado hasta el momento, en principio, no cabrá concertar esta modalidad para aquellas actividades que se vengan desarrollando permanentemente en la empresa, a no ser que éstas gocen de una especificidad tal en un momento determinado que posibilitasen su formalización. Por ejemplo, obviamente procede la formalización de contratos de obra y servicio determinado en una empresa naviera para la construcción de una serie de barcos derivados de un específico pedido. Claro que la actividad ordinaria de dicha entidad es la propia que serviría para suscribir contratos de obra, pero las especificidades del propio pedido o las particularidades de la construcción son las que otorgan sustantividad propia al propio objeto contractual.

Pues bien, en este ámbito es donde se produce la principal modificación de este contrato introducida por la Ley 35/2010. Concretamente, todos aquéllos contratos de obra y servicio concertados a partir del 18 de junio de 2010, recordemos que fue la fecha de entrada en vigor de la norma que venimos comentando, no podrán tener una duración superior a tres años, susceptible de ampliarse por un año más por convenio colectivo de ámbito sectorial estatal o, en defecto de éste, por norma colectiva de ámbito inferior. Caso de exceder el plazo establecido finalmente, esos tres años generales o los cuatro, caso de que la norma paccionada lo ampliase, los trabajadores adquirirán automáticamente la condición de fijos en la empresa sin necesidad de ulterior reclamación. Es relevante apuntar, que esta limitación temporal será de aplicación también a los contratos de esta naturaleza formalizados por las Administraciones públicas y sus organismos públicos vinculados o dependientes. En los casos en los que se supere la indicada duración máxima en contratos formalizados por la Administración pública, el trabajador en cuestión continuará desempeñando el puesto que venía ocupando hasta que se proceda a su cobertura definitiva por los procedimientos ordinarios (concurso, oposición, ...), momento en el cual se producirá la extinción de la relación laboral, salvo que el mismo trabajador acceda al empleo público, superando, eso sí, el proceso selectivo correspondiente.

No obstante a lo apuntado, se establece una excepción a lo dispuesto en materia de duración máxima del contrato de obra en el ámbito de las Administraciones públicas y organismos vinculados o dependientes, al igual que en los casos o modalidades particulares de contrato de trabajo contempladas en la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, o en cualesquiera otra norma con rango de Ley. Concretamente se establece que ese límite no operará en los casos en los que el contrato de obra se vincule a un proyecto específico de investigación o de inversión de duración superior a tres años. Ciertamente es lógica esta excepción si bien, como ya hemos apuntado anteriormente, no debería limitarse al ámbito público sino que debería ser extensiva, también, al ámbito contractual de las empresas privadas a tenor de la naturaleza e idiosincrasia específica de esta modalidad contractual.

Retornando a las Administraciones publicas u órganos dependientes, indicar que hasta la fecha ni la norma estatutaria ni sus reglamentos de desarrollo establecían limitaciones concretas y específicas para las citadas Administraciones que, en grado sumo, han venido abusando reiteradamente de este tipo de relaciones temporales.

Indicar en este momento, que en el trámite de introducción de enmiendas en el Senado, se suavizó un tanto el requisito de la duración máxima de esta modalidad contractual que venimos comentando. Concretamente el texto que aprobó dicha cámara indicaba que el cómputo de los tres años, o de los cuatro si la norma paccionada lo contemplaba, se ceñía a los casos en los que los trabajadores hubieran realizado idéntica actividad y en el mismo puesto de trabajo. Esta importante salvedad finalmente ha sido rechazada cuando el texto volvió al Congreso de los Diputados para su aprobación definitiva y ya no aparece en el texto de la Ley publicado en el BOE. Lamentamos la desaparición de este inciso pues ciertamente tenía mucho sentido.

A vueltas con la limitación indicada y que se establece ahora en el artículo 15.1 a) del ET, debemos destacar que la misma quiebra el propio espíritu de esta modalidad. Al respecto de ello surgen diversas preguntas: ¿qué ocurrirá si la obra o el servicio contratado no han finalizado llegado el período máximo anteriormente apuntado o aquél ampliado por norma colectiva? ¿Qué deberá hacer el empresario en estos casos? ¿Despedir al trabajador justo antes de llegar a los tres años y que éste a su vez le denuncie indicando que la obra sigue o, por el contrario, hacerle indefinido por haber superado los tres años de prestación de servicio y cuando la obra finalice, por ejemplo, a los seis meses, despedirlo al no tener ya trabajo para él y pagarle la indemnización? Sinceramente esta limitación, si se me permite la expresión, "no cuadra". Y no lo hace por cuanto realmente no advertimos qué incidencia puede tener en la mayor o menor concertación de este tipo de relaciones. Si se pretende incentivar la formalización de contratos indefinidos o, mejor dicho, si lo pretendido es desincentivar la suscripción de modalidades temporales se podía haber optado por otras modificaciones de mayor relevancia e incidencia en ese objetivo. Esta limitación, realmente, está fuera de lugar.

Es cierto que, en la mayoría de los casos, tres años es un período suficientemente dilatado y que incluso, el propio convenio sectorial o, de nada regular éste, aquéllos de ámbito inferior, hasta pueden ampliar un año más esa duración máxima. Perfecto. Es del todo cierto. No obstante, ¿no sería más razonable dejar a las propias comisiones negociadoras de cada convenio establecer sus reglas de juego en este sentido? Ellos son los que verdaderamente conocen sus necesidades y particularidades. Son ellos y sólo ellos los que deberían establecer, si lo estiman conveniente, este tipo de limitaciones o, incluso, cualquier otra penalización en este ámbito. Es evidente que tres años puede ser un plazo suficientemente amplio en muchos ámbitos empresariales, por el contrario, puede no serlo para otros. ¿Por qué ese tratamiento igualitario para todos? No tiene sentido alguno. Flexibilidad es la clave. Dejemos a los agentes sociales sectoriales que definan hasta dónde quieren o necesitan llegar. No limitemos buscando un objetivo concreto que, con toda probabilidad, no se conseguirá de este modo. Y, lo más importante: ¿por qué desnaturalizamos este contrato estableciendo límites cuando nunca debiera tenerlos? Sinceramente, y bajo nuestra opinión, es un error y, diríamos más, esta limitación atenta contra la seguridad jurídica, pues prima la duración frente al objeto contractual cuando, precisamente, debería ser al contrario.

En esta modalidad estructural, la validez del vínculo contractual se fundamenta en que la reseñada duración limitada en el tiempo pero de carácter incierto, no se someta a la voluntad unilateral de ninguna de las partes, normalmente la empresa. Es decir, la finalización del contrato debe ser un hecho natural, entendiendo como tal el perfeccionamiento de su objeto, sin que sobre aquélla pueda primar la voluntad rescisoria puntual de alguna de las partes. Pues bien, precisamente es ahora el legislador el que unilateralmente incumple lo apuntado con la citada restricción.

En esta línea, si bien cambiando de tema, recordar que se establece por parte de la Ley una nueva obligación formal para las empresas. Concretamente el nuevo redactado del apartado 9 del artículo 15 ET establece que el empresario deberá facilitar por escrito al trabajador, en los diez días siguientes al cumplimiento del plazo máximo de esta modalidad contractual, es decir los tres años regulados en el 15.1.a) ET o el plazo ampliado si el convenio de aplicación lo contempla expresamente en defecto de aquél otro, un documento justificativo sobre su nueva condición de trabajador fijo en la empresa. La norma no determina qué contenido específico debe tener tal escrito. Simplemente apunta la obligación de entregar el mismo. Por lo tanto, entendemos que con una mera manifestación por escrito de la conversión en indefinida, a partir de una fecha concreta y tipificada, de la relación temporal previa, quedaría cumplimentada esa obligación formal del empleador.

Es importante indicar que el trabajador adquirirá la condición de fijo en la plantilla de la empresa, con independencia de que se produzca la obligada comunicación por escrito o, incluso, incumpla el plazo para realizar la misma. En todo caso, el trabajador podrá solicitar por escrito, al Servicio Público de Empleo, un certificado de los contratos temporales celebrados, a los efectos de acreditar su condición de trabajador fijo en la empresa. El citado organismo deberá emitir dicha certificación remitiéndola a la empresa en la que el trabajador desarrollase sus actividades.

Por último y a este respecto, la falta de entrega al trabajador del documento al que nos venimos refiriendo, será considerada como una infracción de carácter leve susceptible de las sanciones económicas pertinentes y previstas en el Texto Refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones del Orden Social (LISOS), aprobada por el Real Decreto Ley 5/2000, de 4 de agosto.

1.1.4.  Extinción e indemnización por cese

Si bien la extinción de esta modalidad puede producirse por cualquiera de las causas generales que se establecen en el artículo 49 ET, su forma de finalización característica es la efectiva conclusión de la obra o el servicio contratado.

Así viene establecido por el artículo 8.1 del Real Decreto 2720/1998, cuando indica, de forma literal: "el contrato para obra o servicio determinado se extinguirá por la realización de la obra o el servicio objeto del contrato". Este precepto, que no ha sido modificado por la Ley, quiebra al establecerse ahora la limitación temporal máxima desarrollada en el apartado anterior. A lo recogido en el mismo nos remitimos. Es decir, es un tanto incoherente que se mantenga, con carácter general, que el contrato finalizará cuando concluya la obra o el servicio, cuando ahora se establece una específica limitación temporal.

Otra modificación relevante que en este ámbito ha introducido la Ley tiene que ver con la indemnización. A nuestro entender, sería más correcta denominarla "compensación por cese", pues las indemnizaciones se vinculan más a los despidos que a las finalizaciones de relaciones temporales como ocurre en el presente caso.

En su día, el Real Decreto Ley 5/2001, de 2 de marzo (posteriormente Ley 12/2001, de 9 de julio), dando un nuevo redactado, al artículo 49.1.c) del ET, estableció la obligatoriedad de que a la finalización de esta modalidad contractual temporal se abonase a los trabajadores una indemnización o compensación por extinción de la relación. Ésta se establecía en una suma equivalente a ocho días de salario por año de servicio, salvo que en el propio convenio colectivo de aplicación venga establecida alguna otra cuantía superior, cuestión ésta que ha venido siendo bastante habitual en las negociaciones colectivas.

Pues bien, la norma que venimos comentando ha modificado el régimen de indemnizaciones previstas a la finalización de este tipo de contratos. Es relevante destacar que tal variación afecta también a los contratos eventuales por circunstancias de la producción. De este modo y de forma progresiva se incrementa la citada compensación que pasa de ocho días de salario por año de servicio para los contratos temporales que se celebren hasta 31 de diciembre de 2011 a doce días de salario por año de servicio a partir de 1 de enero de 2015. Cada año y hasta llegar a esta última fecha la indemnización se incrementa en un día. Es decir, nueve días de salario por año de servicio hasta 31 de diciembre de 2012; diez días de salario por año de servicio hasta 31 de diciembre de 2013; once días de salario por año de servicio hasta 31 de diciembre de catorce y, como se ha apuntado, doce días a partir de enero de 2015. Este incremento en el régimen indemnizatorio indicado exclusivamente será de aplicación a los contratos concertados con posterioridad al 18 de junio de 2010, fecha en la que entró en vigor el Real Decreto Ley 10/2010, de 16 de junio, precursor de la actual Ley. Los concertados con anterioridad seguirán rigiéndose por la normativa de aplicación que se encontrara vigente en momento de su formalización. Por lo tanto, si se me permite la expresión, un auténtico lío. ¿Por qué? Por cuanto lo que definirá, como sería lo lógico, la compensación a abonar no será la fecha de finalización de la relación sino la de su concertación. Es decir, cuando se extinga este tipo de relación deberemos mirar la fecha de celebración y en función de que se haya suscrito un año u otro variará ésta. Téngalo en cuenta. Todo ello siempre, claro está, que los convenios colectivos no establezcan particularidades a este respecto.

1.2.  Contratos formativos

1.2.1.  Contrato en prácticas

1.2.1.1.  Normativa legal modificada

- Artículo 11.1 y 3 del Estatuto de los Trabajadores.

1.2.1.2.  Concepto y objeto

Siguiendo la dinámica ya apuntada al referirnos a las novedades incorporadas a nuestro ordenamiento por la Ley en los ya comentados contratos de obra y servicio determinado, efectuaremos, inicialmente un breve resumen, a modo de apunte general de las características básicas de esta figura contractual a los efectos de tener un conocimiento más profundo de las principales novedades que la nueva norma ha establecido en su regulación.

El presente contrato, al igual que el de formación, se encuentra incluido entre los denominados "contratos de carácter formativo".

En estos casos, la causa u objeto básico contractual, más allá del simple intercambio de trabajo por retribución, viene a ser el perfeccionamiento y desarrollo de unos conocimientos teóricos adquiridos por parte del trabajador con anterioridad. Las modificaciones que establece la Ley en su regulación se encuentran incluidas dentro del capítulo tendente, tal como desarrolla la Exposición de Motivos, a elevar las oportunidades de empleo de los jóvenes colectivo, por obvias razones, a quien mayoritariamente va dirigida esta modalidad contractual.

Como su propio nombre indica, su objetivo y finalidad básica se centra en facilitar la obtención de la práctica profesional necesaria y adecuada al nivel de estudios cursados por aquellos trabajadores susceptibles de formalizar esta modalidad.

De esta forma se pretende mediante esta modalidad contribuir a que los estudiantes, una vez finalizados sus estudios oficiales, desarrollen en entidades, es decir, "sobre el terreno", si se nos permite la expresión, aquellos conocimientos teóricos que hayan venido adquiriendo a lo largo de sus años lectivos.

En base a lo reseñado será fundamental que el puesto de trabajo en el que el nuevo trabajador preste sus servicios, tenga una relación directa y sumamente estrecha con los estudios cursados; todo ello a los efectos de permitirle esa obtención de la práctica profesional adecuada, so pena, caso de que el trabajador desarrolle su actividad en puesto alejado al objeto propio de la contratación, de una declaración de ilegalidad del contrato por fraude a la ley con las consecuencias legales que ello conlleva -extinción sin causa asimilable al despido-.

En atención a lo apuntado, la Ley 63/1997, recogiendo lo ya apuntado por el Real Decreto Ley 8/1997, dentro de la trascendencia y relevancia que se le pretende otorgar a la negociación colectiva en materia contractual, introdujo la posibilidad de que a través de los convenios colectivos de ámbito sectorial estatal, o en su defecto, en aquellos sectoriales de ámbito inferior, se pudieren determinar y concretar con precisión los puestos de trabajo, grupos, niveles o categorías profesionales susceptibles de ser cubiertos con contratos de esta naturaleza. En desarrollo de lo apuntado, la Ley, procede a modificar el apartado 3º del artículo 11 del ET y en esta línea posibilita que mediante la negociación colectiva, en este caso en sentido genérico y amplio, es decir, cualquier convenio colectivo del ámbito que fuere podría introducir estas medidas, se puedan establecer criterios y procedimientos que tiendan a la consecución de la paridad por razón de género en el número de trabajadores vinculados a las empresas con contratos formativos, es decir, tanto contratos en prácticas como para la formación. Realmente, y como se puede apreciar, la modificación es más literaria o formal que práctica.

1.2.1.3.  Requisitos de los trabajadores

Si bien no se produce en la Ley una explícita ampliación de las titulaciones habilitantes para la formalización de esta modalidad contractual dual -temporal y formativa- se añade expresamente la mención a los denominados "certificados de profesionalidad", desarrollados en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, como susceptibles de que sus titulares puedan ser contratados mediante este relación.

De este modo tras el 18 de junio de 2010 (recordemos, fecha de entrada en vigor del RDL), será factible formalizar contratos en prácticas con trabajadores que no solo se encuentren en posesión de los ya conocidos títulos universitarios o de formación profesional, de grado medio o superior, o títulos oficialmente reconocidos como equivalentes, de acuerdo con las leyes reguladoras del sistema educativo vigente. Ahora expresamente se recoge la posibilidad de amparar tales contratos en los apuntados "certificados de profesionalidad".

Eso sí, la Ley establece una concreta excepción o limitación a este respeto. A saber, no se podrá formalizar un contrato en prácticas derivado de la obtención, por parte de un mismo trabajador, de un "certificado de profesionalidad" como consecuencia de la anterior formalización de un contrato para la formación en esa misma empresa. Antes ello era factible, es decir, la obtención previa del citado certificado generaba la posibilidad de que, en atención al mismo, se suscribiese una nueva relación, en este caso en prácticas, en la misma empresa. Ahora esto ya no se puede y expresamente ha quedado proscrito. Limitación un tanto sorprendente si lo que pretende la norma que comentamos es potenciar la contratación de jóvenes (a la Exposición de Motivos ya apuntada nos volvemos a remitir). Nos encontramos con una cortapisa realmente injustificada que limita la continuidad del joven en la misma empresa para desarrollar o, mejor dicho, ampliar en esta, los conocimientos teórico-prácticos que haya obtenido con anterioridad. Por lo tanto, podríamos indicar, que se está auto-limitando la carrera profesional de ese joven con ello. ¿Por qué no va a formalizar con él la empresa una relación indefinida, si el rendimiento es adecuado, tras la finalización del contrato en prácticas? Obviamente negando esta posibilidad es evidente que esa empresa no va a suscribir al cabo de dos años una relación indefinida por mucha bonificación que se le otorgue, como en su momento estudiaremos.

Adviértase que esta expresa limitación se circunscribe, exclusivamente, "a la misma empresa". Indicamos ello por cuanto para determinadas limitaciones, léase, por ejemplo, para el encadenamiento de contratos temporales, se acude al denominado "grupo de empresas". En este caso no. Por lo tanto, y a la vista de ello, podría darse el caso de que el trabajador haya obtenido el "certificado de profesionalidad" derivado de un contrato para la formación suscrito y desarrollando actividades en empresa diversa del grupo perfectamente. A la finalización del mismo podría ser contratado por otra entidad de ese mismo grupo para la formalización de un contrato en prácticas, eso sí, siempre que cumpla el resto de requisitos existentes para la viabilidad de esta figura.

En virtud de todo lo apuntado y con carácter general, desde el pasado 18 de junio de 2010, se podrán formalizar contratos en prácticas con los poseedores de alguna de las siguientes titulaciones:


	
- Diplomado universitario. 

	
- Ingeniero Técnico. 

	
- Arquitecto Técnico. 

	
- Licenciado Universitario. 

	
- Ingeniero. 

	
- Arquitecto. 

	
- Técnico o Técnico superior de la formación profesional específica. 

	
- Titulares de otros títulos oficialmente reconocidos como equivalentes que habiliten para el ejercicio profesional. 

	
- Titulares de "certificados de profesionalidad" previstos en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional. 



Otro requisito directamente relacionado con el anterior y que ha sido modificado expresamente por la Ley, viene referido a la obligatoriedad de que la concertación de estos contratos se efectúe dentro de los cuatro años inmediatamente posteriores a la terminación de los correspondientes estudios. Ahora ese periodo se eleva a los cinco años posteriores a la obtención de las citadas titulaciones habilitantes. Igualmente se ha procedido a ampliar este período cuando el contratado es un trabajador discapacitado al pasar de los antiguos seis años a los actuales siete.

El cómputo del señalado período de cinco años, o de los siete para los trabajadores discapacitados, se inicia en el momento en el cual han finalizado los correspondientes estudios habiendo así superado todas las asignaturas incluidas en el mismo, trabajos, tesis, tesinas, etc., independientemente del momento en el cual sea entregado efectivamente el correspondiente título o diploma oficial.

Igualmente, en el caso de que los estudios habilitantes se hayan desarrollado en el extranjero, el período se iniciará en el momento de la efectiva convalidación de aquéllos en España.

A los efectos de acreditar tanto la titulación como el año en que finalizaron los estudios, el trabajador deberá entregar a la empresa contratante una fotocopia del título oficial, o caso de que éste aún no haya sido expedido, un certificado de la universidad, escuela técnica, etc., en el que se acredite la plena finalización y superación de los estudios cursados.

Por último, pero no menos importante, recordar lo ya apuntado en relación al puesto de trabajo donde el empleado sujeto a este contrato desarrolle sus labores. Es básico que el mismo permita la obtención de la práctica profesional prevista. Así, la contratación bajo esta modalidad, por ejemplo, de un licenciado en químicas para prestar servicios en una sección o departamento totalmente desconectado de aquellos estudios realizados -por ejemplo en el departamento de administración como simple auxiliar administrativo- generará, de entrada, una clara presunción de indefinición de la relación laboral, salvo prueba en contrario que pudiese justificar la existencia de algún tipo de conexión o vínculo, directo o indirecto, entre estudios y labores a ejecutar.

En relación a lo anteriormente apuntado una nueva limitación establece la Ley: si antes era factible formalizar diversos contratos en prácticas en la misma empresa en base a distintas titulaciones que pudiere tener el trabajador, algo no excesivamente habitual pero posible, la nueva norma modifica esta cuestión y a partir de su entrada en vigor establece que exclusivamente se podrá formalizar un único contrato en prácticas por trabajador y empresa independientemente de las posibles titulaciones que pudiere ostentar el empleado. No obstante, se establece una expresa excepción: los títulos de grado y de máster, y en su caso doctorado, correspondientes a los estudios universitarios no se considerarán la misma titulación, salvo que al ser contratado por vez primera mediante un contrato en prácticas, el trabajador estuviera en posesión del título superior del que se trate. Salvo por lo que respecta a la excepción indicada, entendemos que en este caso sería factible la concertación de dos relaciones en prácticas: una vinculada al título de grado que pueda acreditar haber finalizado el trabajador. Y, por otro lado, otra diversa en atención a, por ejemplo, al "máster" o doctorado obtenido por él mismo con posterioridad a la primera contratación en prácticas.

Nuevamente la limitación se refiere exclusivamente a la empresa sin efectuar mención al "grupo empresarial". Por lo tanto, sería factible que un trabajador que acredite dos titulaciones distintas formalizase sendos contratos de prácticas en base a cada uno de ellos en dos sociedades diversas de un mismo grupo siempre que, eso sí, los puestos a los que se le adscriba, como apuntábamos, habiliten para el desarrollo efectivo de los estudios acreditados.

Para finalizar, permítasenos efectuar algunas reflexiones relativas a la curiosa distinción efectuada por la Ley en relación a que no se considera la misma titulación los títulos de grado y de máster o doctorado correspondientes a los estudios universitarios. ¿Se nos quiere indicar con ello que un licenciado en derecho que posteriormente ha obtenido, por ejemplo, un máster oficial en la misma universidad en la que obtuvo su titulación de, pongamos, Derecho del Trabajo y Seguridad Social, podría efectuar dos contratos de prácticas con esa misma empresa: uno en virtud de la titulación de derecho y otra en base al máster acreditado? Aunque tal posibilidad podría repugnar desde un punto de vista estrictamente jurídico, la respuesta debe ser afirmativa a tenor del literal de la nueva norma. Si eso es así, como en principio debería ser, ésta no ha tenido en consideración supuestos como el apuntado.

1.2.1.4.  Duración

Como es sabido, la duración de la presente modalidad contractual no podrá ser inferior a seis meses ni superior a dos años.

Para el caso de establecerse una duración inferior a aquella máxima indicada, se podrán acordar hasta un máximo de dos prórrogas, cada una de ellas no inferiores a seis meses, sin superar el total de dos años. Es muy importante tener en cuenta la apuntada limitación ya que, si por ejemplo, se pacta una duración inicial del contrato de seis meses y cada una de las dos prórrogas siguientes se formalizan igualmente por el mismo período, la duración máxima exclusivamente podrá alcanzar un año y medio. No obstante todo lo apuntado, el Real Decreto 488/1988, regulador de esta modalidad contractual, establece una excepción a esta limitación en el número de prórrogas. Así, si el convenio colectivo sectorial lo posibilita expresamente, podrá ser salvada tal imposibilidad genérica. Nueva muestra de la relevancia que se pretende dar a la negociación colectiva como reguladora de las relaciones laborales en su ámbito correspondiente.

Como novedad en este ámbito, la Ley que venimos estudiando ha venido a establecer que las situaciones de incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo, adopción o acogimiento, riesgo durante la lactancia y paternidad, interrumpirán expresamente el cómputo de la duración de estos contratos. Es decir, el tiempo durante el cual los trabajadores se encuentren en cualquiera de las situaciones apuntadas no se considerará a los efectos de alcanzar la duración máxima contractual referenciada.

Para finalizar recordar una cuestión relevante relativa a la duración de estos contratos que si bien no es novedad sí es conveniente no olvidarla. Concretamente es la posibilidad que se otorga a la autonomía normativa de las partes, con el ya tan manido intento de flexibilizar las relaciones laborales. De esta forma será posible, dentro de los límites establecidos en el ET y en el Decreto de desarrollo de esta modalidad contractual, que mediante convenio colectivo sectorial se pueda fijar concretamente la duración de estos contratos, atendiendo a las especiales y específicas características del sector, de acuerdo con las prácticas a realizar.

Estamos ante una norma de derecho necesario. La máxima y mínima duración de estos contratos regulada en el ET y, tomándola como base, los agentes sociales en las distintas comisiones negociadoras (recordemos que de ámbito sectorial), podrán establecer duraciones concretas y diferenciadas para las prácticas a efectuar, en virtud de sus características específicas, responsabilidades, grado de dificultad de la prestación y situaciones análogas.

1.2.1.5.  Período de prueba

Una última modificación, si bien más de forma que de fondo, establece en este ámbito la Ley.

Debemos recordar inicialmente que el artículo 11.1.d) ET establece una duración específica para los períodos de prueba en los contratos en prácticas, todo ello "salvo lo dispuesto en convenio colectivo".

Como norma general, dicho período no podrá ser superior a un mes para los contratos en prácticas celebrados con trabajadores que se encuentren en posesión de títulos de grado medio, ni a dos meses para aquéllos con un título de grado superior. Si bien ello se mantiene, la Ley, al amparo de la expresa introducción de los "certificados de profesionalidad", viene a efectuar una serie matizaciones en los períodos de prueba susceptibles de formalizar en este tipo de relaciones, salvo, repetimos, lo dispuesto en convenio colectivo.

Así, el citado período probatorio no podrá ser superior a un mes cuando el trabajador acredite un "certificado de profesionalidad" de nivel 1 o 2. El período se ampliará hasta los dos meses si el citado certificado es de nivel 3. Es decir, se equipara a una titulación de grado superior los trabajadores que acrediten este último nivel en sus "certificados de profesionalidad".

Como venimos señalado, los convenios colectivos, entendemos sectoriales, podrán establecer períodos de prueba superiores a los estipulados con carácter general para todo tipo de relación. No obstante, y eso sí, con los límites que establece al respecto el artículo 14 ET. Recordamos, de forma literal, el apartado 1º del citado precepto estatutario:


"Podrá concertarse por escrito un período de prueba, con sujeción a los límites de duración que, en su caso, se establezcan en los Convenios Colectivos. En defecto de pacto en Convenio, la duración del período de prueba no podrá exceder de seis meses para los técnicos titulados, ni de dos meses para los demás trabajadores.

En las empresas de menos de veinticinco trabajadores el período de prueba no podrá exceder de tres meses para los trabajadores que no sean técnicos titulados.

El empresario y el trabajador están, respectivamente, obligados a realizar las experiencias que constituyan el objeto de la prueba.

Será nulo el pacto que establezca un período de prueba cuando el trabajador haya ya desempeñado las mismas funciones con anterioridad en la empresa, bajo cualquier modalidad de contratación".



Es importante destacar la imposibilidad genérica, caso de que al finalizar el contrato en prácticas éste se convierta en otro por tiempo indefinido, de concertar a su inicio un nuevo período de prueba.

1.2.2.  Contrato para la formación

1.2.2.1.  Normativa legal modificada

- Artículo 11.2 del Estatuto de los Trabajadores.

- Disposición Adicional 6ª LGSS, aprobada por RDLeg. 1/1994, de 20 de junio.

1.2.2.2.  Concepto y objeto

Nuevamente nos encontramos ante otra modalidad encuadrada dentro de los contratos denominados "formativos", si bien su objeto básico difiere sustancialmente del pretendido para los contratos en prácticas.

Desarrollando nuevamente el objetivo que debe marcar y guiar a estas contrataciones, cabe resaltar que éste será la adquisición por parte del trabajador de la formación teórica y práctica necesaria para desempeñar adecuadamente un oficio o un puesto de trabajo que requiera un determinado nivel de cualificación. La Ley, en coherencia con la nueva regulación efectuada para el contrato en prácticas, establece, como novedad, que esta modalidad contractual se podrá celebrar no solo con trabajadores de una determinada edad (a continuación indicaremos de cuál o cuáles), que carezcan de titulación para formalizar una relación en prácticas, sino también, en aquellos casos en los que estos no ostenten"certificado de profesionalidad"alguno susceptible de generar la posibilidad de concertar aquella modalidad de contrato formativo.
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